
Arica, veinte de agosto de dos mil veintis is.é

VISTOS:

Comparece  ,  abogado  y  actuando  en 

representaci n  de  ó  

recurre de protecci n en contra de la TESORERIA GENERAL DE LAó  

REPUBLICA, representada por su Tesorero General.

Explica  que  la  recurrente  fue  notificada  del  despacho  de 

mandamiento de ejecuci n y embargo y requerimiento de pago, todo elloó  

invocando los art culos 168 y 171 del C digo Tributario en el expedienteí ó  

administrativo N  .°

Recurre de protecci n ya que la recurrida a partir de la deuda CAEó  

en el cual el Estado interviene solo como garante o aval, aplica para su 

cobro el procedimiento ejecutivo tributario (Titulo V, libro III del C digoó  

Tributario),  reservado  exclusivamente  para  obligaciones  tributarias  y  no 

para deuda regida por la Ley N  20.027. A ade que solicit  copia de la° ñ ó  

liquidaci n y de sus antecedentes y no los obtuvo de manera oportuna loó  

que impidi  una defensa dentro del plazo perentorio de las excepciones,ó  

ofreci ndosele adem s un convenio de pago imposible de cumplir.é á

En cuanto a las  garant as  cita  las  previstas  en los  numerales  2,  3í  

inciso quinto,  24 y 26 del  art culo 19 de la  Constituci n Pol tica de laí ó í  

Rep blica.ú

Pide que se deje sin efecto el mandamiento de ejecuci n y embargo yó  

que la recurrida se ajuste a los mecanismos de la Ley N  20.027.°

Informando Tesorer a General de la Rep blica pidi  el rechazo delí ú ó  

recurso  de  protecci n  con  costas,  haciendo  presente  que  la  recurrenteó  

registra  una  deuda  morosa  al  6  de  agosto  de  2026  de  $ , 

tramitada en el Rol N    y que, tras su presentaci n de 18 de° ó  

junio, el Tesorero regional (S) dict  la resoluci n exenta N  3692 TR Aricaó ó °  

el 30 de junio de 2026, la cual fue remitida el 6 de julio de 2026, sin 

embargo, no constan excepciones ni tampoco embargos materializados.

El recurso de protecci n afirma, no es la v a id nea para sustituir eló í ó  

procedimiento especial de cobranza del C digo Tributario que contempla suó  

propio  sistema  de  defensa  y  tampoco  existen  derechos  indubitados, 

invocando fallos de la Corte Suprema de 8 de mayo de 2026 en los Roles 
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,  ,   y   que  rechazaron 

recursos CAE por exceder la naturaleza cautelar de la acci n.ó

En cuanto al fondo distingue dos etapas del sistema CAE, la etapa 

bancaria institucional, donde rige el pagar , el mandato de descuento y laé  

retenci n de impuestos, y la etapa fiscal, una vez hecha efectiva la garant aó í  

estatal o adquirido el cr dito por el Fisco y registrado en el Formulario34,é  

momento en que la cobranza pasa a regirse por el art culo 35 del D.L Ní ° 

1263,  que  ordena  aplicar  los  procedimientos  del  C digo  tributarioó  

cualquiera sea la naturaleza del cr dito“ é ”

El  art culo  18  bis  de  la  ley  N  20.027  no  excluye  el  C digoí ° ó  

Tributario, al remitir a las reglas del cobro coactivo  se articula con el“ ”  

Estatuto Org nico de TGR (DFL N  1 de 1994) y el art culo 35 del DL Ná ° í ° 

1263.

La n mina de deudores morosos (art culo 169 del C digo Tributario)ó í ó  

es el t tulo ejecutivo valido conforme al art culo 35 del DL 1263 y Tesorer aí í í  

aplica  dicho mecanismo a otras  acreencias  p blicas  no tributarias  comoú  

multas de la Direcci n del trabajo, SEC, SENSE, concesiones mar timas yó í  

patentes pesqueras.

Afirma que los convenios de pago son una alternativa optativa de 

regularizaci n  voluntaria,  no  una  coacci n  y  la  inaplicabilidad  deó ó  

condonaciones  tributarias  no  constituye  discriminaci n  arbitraria  poró  

requerir norma legal expresa.

Por  otra  parte,  la  notificaci n  electr nica  se  ajusta  a  lasó ó  

modificaciones introducidas al C digo Tributario por la Ley N  21.713 y deó °  

aceptarse la tesis de la recurrente, se vaciar a de competencia a la Tesorer aí í  

General de la Rep blica y la cobranza deber a trasladarse al Consejo deú í  

Defensa del  Estado, entidad que, seg n el  Dictamen N  54.539 del  a oú ° ñ  

2011 de Contralor a, manifest  carecer de facultades para ello.í ó

Se orden  traer los autos en relaci n.ó ó

CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que, la acci n de protecci n contemplada en la Cartaó ó  

Fundamental, existe con el prop sito de cautelar debidamente los derechosó  

fundamentales  de rango constitucional,  para lo cual  prev  que cualquieré  

persona  por  s  o  a  favor  de  un  tercero  puede  recurrir  ante  el  rganoí ó  
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jurisdiccional para su amparo, cuando estos derechos sean amagados por 

actos arbitrarios o ilegales de terceros, debiendo la Corte de Apelaciones 

respectiva  adoptar  las  medidas  conducentes  para  restablecer  el  orden 

jur dico quebrantado, si de los antecedentes proporcionados se establece queí  

existe lesi n a los derechos constitucionales de quien recurre.ó

Se  trata  de  asuntos  en  que  existe  un  derecho  indubitado,  y  no 

disputado, garantizado constitucionalmente, que se encuentra en peligro o 

lesionado, por lo que se persigue su amparo o restablecimiento.

SEGUNDO: Que, el acto ilegal y arbitrario atribuida a la recurrida 

consiste  en  haber  iniciado  en  su  contra  el  procedimiento  de  cobro  del 

Cr dito  con Garant a Estatal  utilizando las  potestades  y mecanismos delé í  

T tulo V del Libro III del C digo Tributario, facultad que no contempla laí ó  

Ley N  20.027.°

TERCERO: Que respecto del procedimiento de cobro del Cr ditoé  

con Garant a Estatal, cuando sta se ha hecho efectiva, el art culo 18 bis deí é í  

la  Ley  N 20.027,  dispone:  ° “La  Tesorer a  General  de  la  Rep blica,  ení ú  

representaci n  del  Fisco,  estar  facultada  para  realizar  las  acciones  deó á  

cobranza  judicial  y  extrajudicial  que  sean  procedentes  respecto  de  los  

cr ditos de los que es titular el Fisco y aquellos en que se hubiera hechoé  

efectiva la garant a, sea total o parcialmente, y que hayan sido otorgados deí  

acuerdo a la presente ley. 

Las  acciones  de  cobranza  que  ejerza  la  Tesorer a  General  de  laí  

Rep blica, por s  o a trav s de terceros, se someter n a las reglas generalesú í é á  

de procedimiento aplicables al cobro coactivo, ordinario o ejecutivo, de los  

t tulos en que constan las obligaciones y cr ditos otorgados al amparo deí é  

esta ley. Para efectos de lo establecido en el inciso anterior, la Tesorer aí  

General de la Rep blica podr  delegar en terceros las acciones de cobro.ú á  

Lo anterior es sin perjuicio de lo establecido en el n mero 10 del art culoú í  

22. 

Asimismo, para efectos de la cobranza de los cr ditos de los que esé  

titular  el  Fisco,  sea  total  o  parcialmente,  la  Tesorer a  General  de  laí  

Rep blica estar  facultada para otorgar facilidades y suscribir convenios deú á  

pago con deudores morosos, por s  o a trav s de terceros. Tambi n podrí é é á  

condonar total o parcialmente los intereses y sanciones por la mora en el  
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pago de estos cr ditos, mediante normas o criterios de general aplicaci n,é ó  

que sean determinados por la Comisi n.ó

Adicionalmente, la Tesorer a General de la Rep blica, previo vistoí ú  

bueno de la Direcci n de Presupuestos, podr  vender o ceder los cr ditos deó á é  

los que sea titular el Fisco, sea total o parcialmente, y que se encuentren en  

condici n de morosidad. .ó ”

A su  turno el  art culo  35 del  Decreto  Ley  N 1.263  dispone:  í ° El“  

Servicio  de  Tesorer as  tendr  a  su  cargo  la  cobranza  judicial  oí á  

administrativa  con  sus  respectivos  reajustes,  intereses  y  sanciones  de  los  

impuestos, patentes, multas y cr ditos del Sector P blico, salvo aquellos queé ú  

constituyan ingresos propios de los respectivos Servicios.

Para tal efecto, aplicar , cualquiera que sea la naturaleza del cr dito,á é  

los procedimientos administrativos y judiciales establecidos por el C digoó  

Tributario para el cobro de los impuestos morosos. .”

CUARTO: Que, el  primer an lisis  que cabe realizar  es la  de laá  

normativa que la recurrida ha aplicado a este procedimiento de cobro, y al 

efecto el T tulo V del Libro III del C digo Tributario, este ltimo tituladoí ó ú  

De la competencia para conocer de los asuntos contenciosos tributarios, de“  

los procedimientos y de la prescripci n  y aqu l Del cobro ejecutivo de lasó ” é “  

obligaciones tributarias de dinero , descripciones ambas que circunscriben”  

su aplicaci n a las obligaciones tributarias, como se desprende de su claroó  

tenor. A su turno, a partir del art culo 168, cada una de sus referencias loí  

es, precisamente, a aquellas obligaciones tributarias, cuyo t tulo ejecutivo seí  

forma de la manera establecida en el art culo 169, en cuyo inciso primero seí  

se ala Y la cantidad adeudada por concepto de impuestos o de sancionesñ “  

en su caso y del tipo de tributo , primera aproximaci n que excluye su…” ó  

aplicaci n en este caso y que, al mismo tiempo, s lo admite tres excepcionesó ó  

a  la  ejecuci n:  el  pago de  la  deuda,  la  prescripci n  de la  acci n  y noó ó ó  

empecer  el  t tulo  al  ejecutado,  seg n  se  desprende del  art culo  177  delí ú í  

mismo c digo.ó

QUINTO: Que, por otro lado, de la lectura del inciso segundo del 

art culo 18 bis citado, se desprende la existencia de una remisi n expresaí ó  

para efecto de las acciones de cobranza que ejerza la Tesorer a General deí  

la Rep blica a las reglas de procedimiento generales, dentro de las cuales noú  

es posible comprender a las potestades y mecanismos del T tulo V del Libroí  
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III del C digo Tributario, las cuales se refieren al cobro de las obligacionesó  

tributarias de dinero, cuyo no es el caso.

A  ello  se  suma  la  circunstancia  que  la  Ley  20.027  entrega  una 

multiplicidad de facultades de cobro y disposici n de estos cr ditos, inclusoó é  

venderlos  a  terceros,  lo  que  resulta  completamente  incompatible  con  la 

postura que en estos autos ha mantenido el recurrido, ya que si se alude a 

que la naturaleza jur dica del cr dito con garant a estatal es la que defineí é í  

que  su  cobro  nicamente  debe  hacerse  a  trav s  del  procedimientoú é  

establecido en el C digo Tributario, tal acto de disposici n como la ventaó ó  

ser a  imposible,  pues  de  aceptarse  importar a  una  interpretaci n  que  seí í ó  

aparta de la regla contenida en el art culo 22 del C digo Civil.í ó

Por otro lado, no obsta a lo que se ha venido concluyendo, el art culoí  

35 del DL 1263, por cuanto de su tenor literal se desprende que la alusi n aó  

cualquiera  que  sea  la  naturaleza  del  cr dito  contenida  en  su  inciso“ é ”  

segundo,  s lo  puede  referirse  a  aquellos  cr ditos  descritos  en  su  incisoó é  

primero, dentro de los cuales no se encuentra el de autos.

SEXTO: Que, para razonar de la manera indicada esta Corte ha 

tenido en especial consideraci n lo dispuesto en el art culo 19 del C digoó í ó  

Civil, cuyo ejercicio en la especie no ha requerido la producci n de pruebaó  

alguna,  pues  las  disposiciones  legales  involucradas  resultan  ser  de  una 

inteligencia que ha permitido desentra ar sus sentido y alcance a trav s deñ é  

este mecanismo cautelar y de urgencia.

SEPTIMO: Que, de lo dicho se desprende que el accionar de la 

recurrida lesiona la garant a consagrada en el numeral 2 del art culo 19 deí í  

la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  pues  obliga  al  recurrente  aó í ú  

someterse a un procedimiento que resulta altamente restrictivo, en cuanto al 

ejercicio de derechos procesales, que aquel ejecutivo establecido en las reglas 

generales y a que debe someterse el cobro de los cr ditos ordinarios.é

Por ltimo, la naturaleza jur dica del cr dito de autos no puede mutarú í é  

por el solo hecho de ser incluido en un formulario, como se pretende, por 

no existir la facultad legal que as  lo permita, como es el caso del impuestoí  

territorial.

Por estas consideraciones, y visto adem s lo dispuesto en el art culo 20á í  

de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y en el Auto Acordado de laó í ú  

Excma.  Corte  Suprema  sobre  Tramitaci n  y  Fallo  del  Recurso  deó  
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Protecci n, ó SE ACOGE la acci n constitucional de protecci n interpuestaó ó  

en  representaci n  de  ó

 y en consecuencia se deja sin efecto el procedimiento de cobro 

incoado por la recurrida en contra del recurrente, Rol N   de la°  

Tesorer a Regional de Arica y Parinacota.í

Acordada  con  el  voto  en  contra  de  la  Ministra  (S)  Sara  Pizarro 

Grandon quien fue del parecer de rechazar las acciones de protecci n roló  

 Protecci n teniendo presente:ó

1) Que del examen del recurso deducido, se vislumbra que lo que se 

pretende discutir es la naturaleza jur dica del cr dito que da origen a laí é  

cobranza reclamada por Tesorer a y con ello el procedimiento aplicable;í  

cuestiones que exceden la naturaleza de la acci n de protecci n.ó ó

A mayor abundamiento la supuesta falta de ejercicio de la defensa de 

la  recurrente  no torna  el  procedimiento  ni  en  arbitrario  y  tampoco las 

acciones  de  protecci n  pueden  sustituir  etapas  procesales  espec ficas  yó í  

regladas en cada estatuto jur dico; todo lo cual excede la naturaleza de laí  

presente acci n constitucional.ó

Reg strese, notif quese y arch vese, si no se apelare.í í í

Rol N   Protecci n° ó .
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Arica integrada por Ministro Juana Rosa Rios M.,

Ministra Suplente Sara Del Carmen Pizarro G. y Abogada Integrante Paula Lepe C. Arica, veinte de

agosto de dos mil veintiseis.

En Arica, a veinte de agosto de dos mil veintiseis, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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